
COMENTARIO GENERAL SOBRE EL ARTÍCULO 19 DE LA DECLARACIÓN1

72. En el artículo 19 también se menciona explícitamente el derecho de las víctimas y sus
familiares “a ser indemnizadas de una manera adecuada”. En consecuencia, los Estados
tienen la obligación de adoptar medidas legislativas y de otra índole a fin de permitir que las
víctimas soliciten una indemnización ante los tribunales o los órganos administrativos
especiales facultados a conceder la indemnización. Además de las víctimas que
sobrevivieron a la desaparición, sus familias también tienen derecho a una indemnización
por los sufrimientos padecidos mientras duró la desaparición, y en caso de muerte de la
víctima, las personas que dependían de ella tienen asimismo derecho a la indemnización.

73. La indemnización debe ser “adecuada”, es decir proporcionada a la gravedad de la
violación de los derechos humanos (por ejemplo, el tiempo que duró la desaparición, las
condiciones de detención, etc.) y al sufrimiento de la víctima y de sus familiares. La
indemnización monetaria debe otorgarse por todo daño resultante de la desaparición
forzada tales como daños físicos o mentales, oportunidades perdidas, daños materiales y
pérdidas de ingresos, daño a la reputación y costos necesarios para obtener asistencia
jurídica o de expertos. Las reclamaciones civiles de indemnización no deben estar limitadas
por las leyes de amnistía, estar sujetas a disposiciones limitativas ni depender de las
sanciones penales impuestas a los autores.

74. El derecho a una indemnización adecuada por actos de desaparición forzada con
arreglo al artículo 19 será distinto al derecho a una indemnización por ejecuciones
arbitrarias. En otras palabras, el derecho a una indemnización en relación con un acto de
desaparición forzada no dependerá de la muerte de la víctima. Sin embargo, “en caso de
fallecimiento de la víctima a consecuencia de su desaparición forzada”, las personas
dependientes tendrán oración del artículo 19. Si el fallecimiento de la víctimas no se ha
comprobado por medio de una exhumación u otra forma semejante de prueba, los Estados
están obligados a contar con los procedimientos jurídicos apropiados para que pueda
dictarse la presunción de muerte u otra determinación semejante de la condición de la
víctima que faculte a los dependientes a ejercer su derecho a la indemnización. En las leyes
respectivas se especificarán las condiciones legales para dicho procedimiento, tales como
el período mínimo de desaparición, la categoría de personas que pueden iniciar los
procedimientos, etc. En tanto que principio general, no se presumirá con oposición de la
familia, que la víctima de una desaparición forzada haya fallecido.

75. Además de la sanción de los autores y el derecho a una indemnización monetaria, el
derecho a obtener reparación por actos de desaparición forzada con arregla al artículo 19
comprende también “los medios que les aseguren una readaptación tan completa como sea
posible”. Esta obligación se refiere a la atención y a la rehabilitación médica y psicológica
por cualquier forma de daño físico o mental así como a la rehabilitación legal y social, las
garantías de que no se repetirán los actos, la restauración de la libertad personal, la vida
familiar, la ciudadanía, el empleo o la propiedad, el regreso de la víctima a su lugar de
residencia y otras formas semejantes de restitución, satisfacción y reparación que permitan
suprimir las consecuencias de la desaparición forzada.
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